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FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME Nº 101/01 
CASO 10.247 Y OTROS
LUIS MIGUEL PASACHE VIDAL Y OTROS 
(Perú)

I. Resumen del caso 

	Víctima (s): Luis Miguel Pasache Vidal (Caso 10.247); Walter Wilfredo Valer Munaylla (Caso 10.472); Nilton Adelmo Loli Mauricio, Saturnino Serrate García y Esaú Daniel Moreno Cotrina (Caso 10.805); Javier Alberto Ipanaque Marcelo, Guillermo Salinas Conde, Fidel Romero Conde, Uriol Tafur Ayala, Víctor Manuel Briceño García y Eusebio Aniceto Garay (Caso 10.878); Juan Hualla Choquehuanca, Francisco Atamari Mamani, Feliciano Turpo Valeriano y Roberto Quispe Mamani (Caso 10.913); Guillermo Marín Arenas, Gerardo Chaico, Cirila de Chaico y su hijo de cinco años, la hermana de Cirila de Chaico y su hijo de dos años, y seis personas no identificadas (Caso 10.947); Teodoro Lorenzo Alvarado Castillo (Caso 10.994); Raúl Antero Cajacuri Roca (Caso 11.035); Adrián Medina Puma (Caso 11.051); Rafael Ventocilla Rojas, Marino Ventocilla Rojas, Alejandro Ventocilla Castillo, Simón Ventocilla Castillo, Paulino Ventocilla Castillo y Rubén Ventocilla León (Caso 11.057); Ricardo Salazar Ruiz (Caso 11.065); Amadeo Inca Ñaupa (o Amadeo Arcanaupa), Luciano Huamán García, Antonio Janampa Aucassi, Constantina García Gutiérrez, Marciano (o Mariano) Janampa García, Agripina Aucassi Espilico, Maura Huamán Paucar, Demetrio Huamán León, Víctor Rojas Huamán (o Víctor Huamán Paucar), Mauro Huamán Paucar, Narciso Huamán Paucar y Melecio Chonta Huamán (Caso 11.088); Pascual Chipana Huauya, Pelagia Chipana Condori, Paulina Vásquez Esquivel, Donato Pablo, Juan Cacñahuaray, Jovita Cahuana, Pelayo Capizo y Pelagia Pillaca  (Caso 11.161); Jessica Rosa Chávez Ruiz, Pedro Javier Cruz Guzmán y Héctor Rodríguez Rodríguez (Caso 11.292); Moisés Carvajal Quispe (Caso 11.680); Luis Alberto Sangama Panaifo y Lucio Escobal Fretel (Caso 10.564); Arturo Torres Quispe (Caso 10.744); Percy Borja Gaspar, Angel Zanabria Ubaldo, Gumercindo Ubaldo Zanabria, Apolonio Lazo Rodas, Hermilio Borja Ríos, Fredy Gaspar Ríos, José Muñoz Huallpa, Ernesto Salomé Bravo, Jesús Pumahuali Salomé y César Sánchez Castro (Caso 11.040); Máximo Muñoz Solís, Levi Vivas Espinal, Alejandro Vera Suasnabar, Edgar Nestares Justo, Javier Yañac Solano, Richard Lozano Cáceres, Oscar Cirino Baldeón Chacón, Luis Alberto Ramírez Hinostroza, Teófilo Julio Lazo Chucos, César Teobaldo Vilchez Simeón, José Fierro Miche y Elías Uchupe Huamán (Caso 11.126); Edith Galván Montero (Caso 11.132); Esteban Romero León, Moisés Poma Ordónez y Yolanda Lauri Arias (Caso 11.179); Víctor Tineo Sandoval, Guillermina Quispe de Tineo, Eulogio Demetrio Bohorquez Tineo, Ivan Roberto Tineo Rodríguez y Elías Bohorquez Tineo (Caso 10.431); Concepción Ccacya Barrientos, Maximiliana Sotaya, Donato Morán, Emiliana Puga y Fortunato Venegas (Caso 10.523); Flaviano Sáens Chuquivilca, Edgar Chaguayo Quispe, Miriam Lidia Navarro Concha, Miguel Angel Cieza Galván, Socimo Curasma Sulla, Justiniano Fredy Vicente Rivera, Augusto Galindo Peña, Juana Ñahui Vilcas, Luis Aníbal Naupari Toralva, Alejandro Tunque Lizama, Eugenio Curasma Sulla, María Sánchez Retamozo, Edwin Ramos Calderón, Gladys Espinoza León, Fernando Sáenz Munarris, Hugo Puente Vega, Peter David Cosme Ureta (Caso 11.064); Camilo Nuñez Quispe y Teófilo Nuñez Quispe (Caso 11.200)
Peticionario (s): Asociación Pro Derechos Humanos (APRODEH), Centro de Estudios y Acción para la Paz (CEAPAZ), Comisión Episcopal de Acción Social (CEAS), Coordinadora Nacional de Derechos Humanos (CNDH), Fundación Ecuménica para el Desarrollo y la Paz

Estado: Perú
Informe de Fondo Nº: 101/01, publicado el 11 de octubre de 2001
Informe de Admisibilidad: Analizado junto con el Informe de Fondo Nº 101/01
Temas: Deber de Adoptar Medidas y Disposiciones de Derecho Interno / Derecho a la Vida / Derecho a la Integridad Personal / Derecho a la Libertad Personal / Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes / Desaparición Forzada / Garantías Judiciales / Protección Judicial / Tortura, Tratos Crueles, Inhumanos y/o Degradantes / Derecho al Reconocimiento de la Personalidad Jurídica / Ejecuciones sumarias, extrajudiciales o arbitrarias / Memoria, Verdad y Justicia 
Hechos: El caso se refiere a 25 peticiones recibidas por la Comisión entre los años 1984 y 1993 en relación con 119 víctimas quienes fueron ejecutadas extrajudicialmente por agentes del Estado peruano, o quienes fueron víctimas de desapariciones forzadas llevadas a cabo por agentes estatales. 
Derechos violados: La Comisión concluyó que el Estado de Perú era responsable de: a) la violación del derecho a la vida y a las garantías y la protección judiciales consagrados en los artículos 4, 8 y 25 de la Convención Americana; b) la violación del derecho a la libertad personal establecido en el artículo 7 de la Convención Americana; c) la violación del derecho a la integridad personal consagrado en el artículo 5 de la Convención Americana, y de su deber de prevenir y sancionar la tortura establecido en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Americana para Prevenir y Sancionar la Tortura; d) la violación del derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica consagrado en el artículo 3 de la Convención; y e) la violación de los derechos del niño establecidos en el artículo 19 de la Convención Americana. 


II. Recomendaciones 

	Recomendaciones
	Estado de cumplimiento en el 2019

	1. Dejar sin efecto toda decisión judicial, medida interna, legislativa o de otra naturaleza, que tienda a impedir la investigación, procesamiento y sanción de los responsables de las ejecuciones sumarias y desaparición de las víctimas relacionadas en el párrafo 259. En tal virtud, el Estado también debe dejar sin efecto las Leyes Nº  26479 y 26492.
	Cumplimiento total


	2. Llevar a cabo una investigación completa, imparcial y efectiva para determinar las circunstancias de las ejecuciones extrajudiciales y desapariciones forzadas de las víctimas y para sancionar a los responsables de acuerdo con la legislación peruana.
	Pendiente de cumplimiento

	3. Adoptar las medidas necesarias para que los familiares de las víctimas reciban una adecuada y oportuna indemnización, por las violaciones aquí establecidas.
	Cumplimiento parcial

	4. Adherir a la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas.
	Cumplimiento total



III. Actividad Procesal
1. El 22 de febrero de 2001, la Comisión emitió el Comunicado de Prensa Conjunto suscrito por el entonces Ministro de Justicia del Perú, Diego García Sayan, durante una Reunión de Trabajo sostenida en el marco del 110º Periodo de Sesiones de la CIDH, en la cual el Estado peruano asumió el compromiso de acelerar el cumplimiento de las recomendaciones emitidas por la CIDH en 159 informes de fondo comprendidos en los literales C y D del Comunicado. El presente caso forma parte del literal D del Comunicado
. 

2. La CIDH celebró Reuniones de Trabajo con las partes en el marco de los Periodos de Sesiones 141º (29 marzo 2011), 144º (marzo 2012) y 147º (marzo 2013), en seguimiento a los compromisos asumidos por el Estado peruano en el Comunicado de Prensa Conjunto. 
3. El 26 de marzo de 2014, durante el 150º Período de Sesiones se realizó una reunión de trabajo en seguimiento al Comunicado de Prensa Conjunto en la cual los peticionarios y representantes del Estado peruano firmaron un acta en la cual el Estado asumió varios compromisos. Las partes suscribieron otra acta el 14 de noviembre de 2014, después de la reunión de trabajo realizada el 29 de octubre de 2014 durante el 153º Periodo de Sesiones de la CIDH.  

4. El 21 de marzo de 2015, la CIDH sostuvo una Reunión de Trabajo con las partes en el marco de su 154º Periodo de Sesiones en seguimiento a los compromisos asumidos por el Estado peruano en el Comunicado de Prensa Conjunto. 

5. El 11 de julio de 2019 la CIDH solicitó información actualizada sobre el cumplimiento al Estado, y el Estado proporcionó dicha información el 13 de agosto. 
6. La CIDH solicitó información actualizada a los peticionarios el 11 de julio de 2019. A la fecha de cierre del presente Informe los peticionarios no habían dado respuesta la solicitud realizada por la Comisión. 

IV. Análisis relativo a la información proporcionada

7. La Comisión considera que la información proporcionada por el Estado en 2019 es relevante dado que es actualizada sobre medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las recomendaciones emitidas en el Informe de Fondo Nº 101/01.     
8. La Comisión toma nota de que las organizaciones peticionarias no presentaron información relativa al cumplimiento de las recomendaciones ordenadas. Asimismo observa que un número importante de organizaciones peticionarias no han proporcionado información sobre las medidas adoptadas para implementar las recomendaciones contenidas en el Informe de Fondo Nº 101/01 a la CIDH desde el 2012. 
V. Análisis del cumplimiento de las recomendaciones
9. En relación con la segunda recomendación, a lo largo de los años, las partes han informado sobre las acciones desplegadas por el Estado con miras a avanzar las investigaciones para determinar las circunstancias de las ejecuciones extrajudiciales y desapariciones forzadas de las víctimas de los 25 casos y para sancionar a las personas responsables:
1) Caso 10.247 Luis Miguel Pasache Vidal – El 28 de mayo de 2008 se abrió proceso penal contra Jesús Miguel Ríos Sáenz, Walter Elias Lauri Morales o Walter Elias Ruiz Miyasato y Máximo Augusto Agustín Mantilla Campos, por el delito de secuestro y homicidio calificado en agravio de Luis Miguel Pasache Vidal
. El Estado informó en 2017 sobre el fallecimiento del presunto autor mediato de los delitos en contra de la víctima
. En 2018, el Estado informó que el referido proceso penal, signado como Expediente Nº 935-1007, continúa en juicio oral en etapa de inicio de glose de piezas con un total de 93 sesiones de audiencia realizadas a la fecha de agosto 2018. Por su parte, los peticionarios proporcionaron información coincidente con la presentada por el Estado, añadiendo que el juicio oral ha quebrado dos veces, siendo iniciado por tercera vez el 28 de septiembre de 2015. Los peticionarios expresaron que dichas quiebras han afectado gravemente el debido proceso en el caso.    
2) Caso 10.431 Víctor Tineo Sandoval – En 2007 el Estado informó que se adelanta una investigación ante la 1ª Fiscalía Supraprovincial de Ayacucho, la cual se encuentra en etapa preliminar, realizándose las diligencias tendientes a la debida identificación de los presuntos autores
. 

3) Caso 10.472 Walter Wilfredo Valer Munaylla - En 2007 el Estado informó que se adelanta una investigación ante la 1ª Fiscalía Supraprovincial de Ayacucho, la cual se encuentra en etapa preliminar, realizándose las diligencias tendientes a la debida identificación de los presuntos autores
. 
4) Caso 10.564 Luis Alberto Sangama Panalfo y otros – En 2007 el Estado informó que se adelanta una investigación por parte de la Tercera Fiscalía Provincial Mixta de Coronel Portillo, la cual se encuentra en ampliación de investigación preliminar dado que no se habría logrado identificar a los presuntos autores
. 
5) Caso 10.744 Arturo Torres Quispe – En 2007 el Estado informó que se lleva a cabo una investigación por parte de la Segunda Fiscalía Penal Supraprovincial de Ayacucho, la cual se encuentra en investigación fiscal
. En 2008, los peticionarios informaron que el caso no presenta ningún tipo de avance en las investigaciones dado que no se han identificado a los posibles perpetradores y se encuentra inactivo desde hace varios años
. 
6) Caso 10.805 Nilton Adelmo Loli Mauricio y otros – En 2006, el Estado informó que la investigación se encuentra en la Segunda Fiscalía Provincial Penal de Huaraz. En aquel momento se adelantaba investigaciones para establecer la ubicación de una fosa común en lugar denominado Minas de Chinchis en Raján Ocros
, sin embargo, el Estado informó en 2007 que se dispuso el archivo provisional de la denuncia hasta que se identificara plenamente al autor o autores del delito investigado, disponiéndose de tal modo la ampliación de la investigación a cargo de la División de Investigación Criminal
. 

7) Caso 10.878 Javier Alberto Ipanaque Marcelo y otros – En 2007 el Estado informó que la investigación se encuentra en la Fiscalía Provincial Especializada de Derechos Humanos. Mediante Resolución de fecha 5 de octubre de 2006 se dispuso la desacumulación del presente caso con respecto al caso de la “familia Ventocilla”, con el propósito de facilitar la continuación de las investigaciones
. 
8) Caso 10.947 Guillermo Marín Arenas y otros – En 2007 el Estado informó que la investigación se adelanta por la Fiscalía Provincial Mixta de Aucayacu. En aquel momento el caso se encontraba archivado provisionalmente por no haberse identificado al autor o los autores del mismo, continuándose con las investigaciones respectivas a fin de esclarecer plenamente los hechos
.
9) Caso 11.035 Raúl Antero Cajacuri Roca – En 2007 el Estado informó que el caso se encuentra en proceso de investigación ante la Tercera Fiscalía Provincial de Huancayo dado que aun habían diligencias pendientes de actuación y por cuanto, en aquel momento, aún no se habían identificado a los responsables
.  
10) Caso 11.051 Adrián Medina Puma – En 2010 los peticionarios informaron que, el 2 de junio de 2010, la Sala Penal Nacional emitió sentencia absolutoria a favor de Santiago Enrique Martín Rivas y reservó el juzgamiento de Eudes Najarro Gamboa hasta que sea habido. Indicaron que el Ministerio Público presentó un recurso de apelación contra dicha sentencia
. 

11) Caso 11.088 Amadeo Inca Ñaupa y otros – En 2007 el Estado informó que se adelanta una investigación por parte de la 1ª Fiscalía Penal Supraprovincial de Ayacucho, la cual se encuentra en investigación preliminar, realizándose las diligencias tendientes a la debida identificación de los presuntos autores
.  
12) Caso 11.126 César Teobaldo Vílchez Simeón y otros – En 2007 el Estado informó que el caso se encuentra en la etapa de juzgamiento ante el Tercer Juzgado Penal de Huancayo
. 
13) Caso 11.161 Pascual Chipana Huaylla y otros – En 2007 el Estado informó que se adelanta una investigación por parte de la 1ª Fiscalía Penal Supraprovincial de Ayacucho, la cual se encuentra en investigación preliminar, realizándose las diligencias tendientes a la debida identificación de los presuntos autores
.  
14) Caso 11.179 Esteban Romero León y otros – En 2007 el Estado informó que se adelanta una investigación por parte de la Tercera Fiscalía Provincial Penal de Huancayo, la cual se encuentra en etapa de investigación preliminar
. 
15) Caso 11.200 Camilo Nuñez Quispe y Teófilo Nuñez Quispe – En 2007 el Estado informó que se tramita una investigación por parte de la Tercera Fiscalía Provincial Penal de Huancayo, la cual se encuentra en investigación preliminar, realizándose las diligencias tendientes a la debida identificación de los presuntos autores
. 
16)  Caso 11.292 Jessica Rosa Chávez Ruíz y otros – En 2007 el Estado informó que el caso se encontraba en la etapa de juicio ante la Primera Sala Penal de la Corte Superior de Justicia de La Libertad
. 
17) Caso 11.680 Moisés Carbajal Quispe – En 2006, el Estado informó que el caso se encontraba en etapa de juicio ante el Segundo Juzgado Penal de Abancay por delito de homicidio calificado contra los jefes de la base militar de Santa Rosa y Abancay, José Delgado Bejarano y José Miguel Méndez Canales
. En 2008, los peticionarios informaron que la Segunda Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema resolvió no haber nulidad en una sentencia del 31 de enero de 2008, absolviendo al procesado José Alberto Delgado Bejarano de la acusación de homicidio calificado en agravio de la víctima
. Dicha sentencia fue mantenida por la Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de la República
. 
18) Caso 11.064 Peter David Cosme Ureta – En 2007, el Estado informó que la investigación se encuentra a cargo de la Tercera Fiscalía Provincial Penal de Huancayo y que, en aquel momento, había información aún por recopilar en el contexto de la investigación preliminar dado que no todos los familiares habrían acudido al Despacho Fiscal a rendir sus respectivas manifestaciones
. Los peticionarios informaron en 2009 el incumplimiento total de las recomendaciones de la Comisión respecto al caso
.
19) Caso 11.065 Ricardo Salazar Ruiz – En 2007, el Estado informó que el caso se encontraba en proceso judicial el Juzgado Mixto Provincial de El Dorado
. 
20) Caso 11.057 Rafael Ventocilla Rojas y otros – En 2007, el Estado informó que la investigación se adelantaba ante la Fiscalía Especializada de Derechos Humanos. Mediante Resolución del 5 de octubre de 2006, se dispuso la desacumulación del presente caso con respecto a la causa de Marcelo Ipanaque y otros, con la finalidad de facilitar la continuación de las investigaciones
. 
21)  Caso 10.913 Juan Hualla Choquehuanca y otros – En 2007, el Estado informó que el caso se encontraba en la Fiscalía Especializada Mixta Melgar, en etapa de investigación. En aquel momento, se ofició al Instituto de Medicina Legal con la finalidad de solicitar la programación de la diligencia de exhumación de cadáveres de los agraviados Juan Hualla, Francisco Atamari, Feliciano Turpo y Roberto Quispe Mamaní en la Comunidad de Chillutira de la Provincia de Melgar
. 
22) Caso 10.994 Teodoro Lorenzo Alvarado Castillo – En 2007, el Estado informó que el caso se encontraba en investigación ante la Fiscalía Provincial Penal de Arequipa y que, en aquel momento, se encontraba en despacho pendiente de resolución, al haberse programado para el mes de noviembre de 2006 la recepción de una serie de declaraciones
. 
23) Caso 11.040 Percy Borja Gaspar – En 2007, el Estado informó que el caso se encontraba en etapa de juicio ante la Segunda Sala Penal de Junín. En aquel momento, se había desaprobado la libertad incondicional de los acusados, habiéndose ordenado su recaptura
. 
24) Caso 11.132 Edith Galván Montero – En 2008, los peticionarios informaron que el 7 de enero de 2008, la Cuarta Fiscalía Penal Supraprovincial resolvió el archivo definitivo de las actuaciones con la fundamentación, entre otras, “de que a pesar de todas las diligencias actuadas e instrumentales aportadas en la presente investigación no se ha llegado a determinar la existencia real del ilícito investigado y menos obviamente, se ha individualizado a los presuntos autores”. No obstante lo cual, con fecha 22 de septiembre de 2008, se dispuso declarar fundado el recurso de queja interpuesto contra dicha resolución
. En 2010, los peticionarios informaron que el caso continuaba en etapa de investigación ante la Cuarta Fiscalía Penal Supraprovincial
. 
25) Caso 10.523 Concepción Ccacya Barrientos y otros – Ninguna de las partes han presentado información respecto a la investigación del caso.   
10. Durante el año 2019 el Estado manifestó haber solicitado al Fiscal Superior Titular Coordinador de la Fiscalía Superior Penal Nacional y Fiscalías Penales Supraprovinciales del Ministerio Público un informe respecto al estado actual de la investigación penal seguida contra quienes resulten responsables por los delitos de desaparición forzada y homicidio calificado en agravio de las víctimas identificadas en el Informe Nº. 101/01. El Estado informó a la Comisión que dicha autoridad no habría remitido aún la información solicitada, y se comprometió a enviarla a la CIDH a la brevedad posible.     
11. La CIDH nota con preocupación que no cuenta con información actualizada sobre las investigaciones en relación con los casos abordados por la CIDH en el Informe de Fondo Nº 101/01. Con base en la información presentada, la CIDH evidencia que no existen avances sustantivos en dichos procesos y que la mayoría siguen en etapa de investigación preliminar. En este contexto, la CIDH recuerda que el deber de investigar debe cumplirse con seriedad y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, y debe tener un sentido y ser asumida por los Estados como un deber jurídico propio y no como una simple gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de la víctima o de sus familiares o de la aportación privada de elementos probatorios, sin que la autoridad pública busque efectivamente la verdad”
. La Comisión llama al Estado a adoptar las medidas necesarias para que complete las investigaciones a la mayor brevedad y de manera efectiva e imparcial. Por lo anterior, la CIDH considera que la Recomendación 2 se encuentra pendiente de cumplimiento.    

12. Respecto de la tercera recomendación, el presente caso está comprendido en el literal D del Comunicado de Prensa Conjunto suscrito entre la CIDH y el Estado peruano el 22 de febrero de 2001, a partir del cual, el Estado asumió una serie de compromisos a fin de brindar una adecuada reparación a los familiares de las víctimas. 
13. A lo largo de los años el Estado ha presentado información de la cual se desglosan las medidas ejecutadas para otorgar reparaciones en materia económica, así como en materia de salud, educación, simbólicas, y de vivienda. Con relación a las reparaciones económicas, en 2012, el Estado informó que, en aquel momento, se encontraba previsto el pago de 10.000 soles por víctima comprendida en el Comunicado de Prensa Conjunto
. En cuanto a las reparaciones en materia de salud, el Estado indicó que mediante Resolución Jefatural Nº 082-2003/SIS se incorporó al Seguro Integral de Salud (SIS) a las víctimas de violación a derechos humanos y sus familiares reconocidos por la CIDH
. En 2018, el Estado informó que el SIS cambió la denominación de los familiares de las víctimas al “Grupo poblacional determinado por Ley Nº 28592”, a fin que el personal de los establecimientos de salud identifique y brinde una adecuada atención. Asimismo, el Estado informó que el 2 de julio de 2018 se conformó la Mesa Técnica para la atención psicosocial de los familiares de las víctimas durante los procesos de justicia y que se consiguió que los mismos fueron incorporados en el Programa de la Unidad Central de Asistencia a Víctimas y Testigos (UCAVIT) del Ministerio Público.
14. Respecto a las reparaciones referidas a vivienda, en las actas escritas por el Estado el 26 de marzo y el 14 de noviembre de 2014 en relación con el Comunicado de Prensa Conjunto, el Estado se comprometió a entregar lotes de terreno a favor de un total de 509 víctimas. En 2011, el Estado señaló que mediante D.S. Nº 014-2006-JUS se autorizó al Ministerio de Justicia a que adopte las acciones necesarias para efectuar la transferencia a título gratuito del 50% del terreno denominado Sublote Nº 01, ubicado en la avenida Central, localidad de Huachipa, distrito de Lurigancho, provincia y departamento de Lima a favor de 200 víctimas
. En 2018, el Estado proporcionó información sobre la transferencia de un lote de terreno a los familiares de Luis Miguel Pasache Vidal, indicando que el 22 de agosto de 2018 la Secretaría Ejecutiva de la Comisión Multisectorial de Alto Nivel (CMAN) sostuvo una reunión con la participación de los representantes de las víctimas en la cual la CMAN les ofreció evaluar la viabilidad jurídica de transferir los 2 lotes de terrenos a los hijos u otros familiares directos de Luis Miguel Pasache Vidal. En esta reunión las partes se acordaron una ruta con los trámites administrativos y procedimientos internos necesarios para finalizar con el proceso de transferencia. El Estado informó a la CIDH que durante el periodo de 2019 llevó adelante dos procesos de firma de minutas a favor de los beneficiarios de medidas de reparación. De acuerdo con el Estado, dichos procesos tuvieron como objetivo avanzar con la formalización y la transferencia de terrenos ante los Registros Públicos. 
15. En cuanto a las reparaciones en materia de educación, el Estado indicó que desde el segundo semestre del año 2012, el Ministerio de Educación ha implementado la Beca REPARED que tiene por finalidad financiar los estudios profesionales, universitarios o técnicos a beneficiarios inscritos en el Registro Único de Víctimas (RUV)
. El Estado informó que en 2018 se otorgó 315 becas de Pregrado y que el lanzamiento de 150 becas técnico-productivas estaba programado para el segundo semestre del 2018. Asimismo, el Estado mencionó que en el marco del Programa Nacional de Becas y Crédito Educativo (PRONABEC) ha elaborado una matriz de acompañamiento a becarios con el fin de mejorar la atención a los mismos. El Estado también informó que la Dirección de Servicios de Educación Técnico Productiva y Superior Tecnológica y Artística (DISERTPA) ha elaborado un plan de acción con el fin de implementar un servicio de bienestar estudiantil y brindar un reconocimiento a instituciones educativas públicas que desarrollen facilidades a la población beneficiaria de las reparaciones en educación, entre otras acciones. En lo que corresponde al año 2019, el Estado manifestó que cerca de 1,973 personas fueron beneficiadas con becas REPARED, mientras que 492 con becas técnico productivo. 
16. El Estado también informó de la adopción de un acuerdo suscrito en marzo de 2019 por autoridades regionales que, entre otros aspectos, establece el compromiso de garantizar el establecimiento de Planes Regionales de Reparaciones para coadyuvar la atención en salud, educación y vivienda de las víctimas cuyos derechos fueron vulnerados durante el periodo de violencia; así como de brindar sostenibilidad a los proyectos de reparaciones colectivas a comunidades y organizaciones afectadas por la violencia, con el objetivo de asegurar el impacto y los resultados esperados.
17. En 2018, los peticionarios presentaron información sobre las medidas adoptadas por el Estado para otorgar reparaciones en materia económica, de salud, de educación, simbólicas y de vivienda a los familiares de las víctimas del presente caso. Con relación a las reparaciones económicas, los peticionarios informaron que el Estado aún no ha reactivado la Mesa de Dialogo con el fin de avanzar en la implementación de esta reparación. Indicaron que varios familiares han recibido el pago de 10.000 soles a través del Programa Integral de Reparaciones, pero expresaron que este se debe considerar como un adelanto de las reparaciones económicas y no como el pago total del mismo, ya que el monto señalado no es el más adecuado ni proporcional con relación a la afectación sufrida por las víctimas y sus familias. En cuanto a las reparaciones en materia de salud, los peticionarios informaron en 2018 que se advierten problemas serios respecto al cumplimiento de esta obligación, el principal de ellos se centra en que el SIS es un seguro que desde su creación y a la actualidad muestra patologías como: i) cobertura parcial médica, ii) atención ineficiente en distintos establecimientos de salud y iii) falta de medicinas o no adecuadas a las requeridas por los pacientes. Destacaron que la Defensoría del Pueblo ha señalado que “no existe cobertura especial para las víctimas de la violencia política, en la medida que el SIS califica como una política pública general que el Estado peruano debe garantizar frente a todos los individuos.” En ese sentido, los peticionarios enfatizaron que las personas que han sido víctimas de graves violaciones a sus derechos humanos requieren una atención especializada y diferenciada respecto a la que el Estado brinda a sus ciudadanos como parte de su política de atención a la salud de los mismos. En cuanto a las reparaciones en materia de educación, los peticionarios informaron que no existe un programa de becas que esté focalizado en las víctimas incluidas en el Comunicado de Prensa. Expresaron que si bien los familiares son beneficiarios para acceder a becas para realizar estudios en institutos y/o universidades nacionales, ello se torna complejo de concretar debido a que deben de competir con la misma exigencia académica que el resto de postulantes. Además, el número de becas ofrecidas por el Estado no alcanza a cubrir la totalidad de víctimas que deberían acceder a esta reparación. Por ejemplo, en relación con la convocatoria 2018 a la Beca REPARED, mientras se llegó a ofrecer 1000 becas integrales, solo se llegó a brindar 400 becas, de las cuales se asignó un total de 315 vacantes. Con respecto a las reparaciones simbólicas, como las del proyecto productivo, los peticionarios informaron que no se han tenido mayor coordinación al respecto. Durante el 2019, los peticionarios no presentaron información sobre el cumplimiento de esta recomendación.
18. Respecto a las reparaciones referidas a vivienda, los peticionarios informaron que el Estado adjudicó al Ministerio de Justicia un terreno ubicado en Huapicha, a fin de otorgar un lote a favor de 200 de los familiares de las víctimas, precisando que los familiares de las víctimas de los Casos 10.247, 10.472, 10.994, 11.051, 11.057, 11.088, 11.161, 11.292, 10.744, 11.040, 11.132, 10.431 y 11.064 se encuentran comprendidos en el listado de beneficiarios del referido terreno. Indicaron que, por otra parte, los familiares de las víctimas de los Casos 10.805, 10.913, 10.947, 11.035, 11.065, 11.680, 10.564, 11.126, 11.179 y 10.523 se encuentran pendientes de adjudicación hasta la ubicación de un lote de terreno a tal fin
. En 2018, los peticionarios informaron que en relación con la transferencia de los 200 lotes de terreno en Huachipa, el 15 de enero de 2015, se expidió una Resolución Ministerial Nº 0012-2015-JUS del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos mediante la cual se dispone la transferencia del dicho lote a favor de los familiares de las víctimas. Indicaron que esta Resolución no incluyó a los familiares de Luis Miguel Pasache Vidal (Caso 10.247). Además, la Minuta de Transferencia que se suscribiría por cada lote de terreno contenía una cláusula que mencionaba que los procesos judiciales o procesos ante instancias supranacionales de indemnización o ejecución de reparación pendiente con el Estado, se debería considerar como dación de pago la transferencia de la propiedad. Ante esta situación, las partes se realizaron una serie de reuniones a nivel nacional, siendo la última el 13 de septiembre de 2018, en la cual acordaron: eliminar de la Minuta de Transferencia la cláusula respecto a la dación de pago; realizar las coordinaciones respectivas para poder incluir como beneficiarios a los familiares de Luis Miguel Pasache Vidal; y coordinar con la CMAN para agilizar los trámites correspondientes para la suscripción de la referida Minuta. Los peticionarios informaron que en una reunión sostenida entre las partes el 30 de noviembre de 2018, la CMAN se comprometió a coordinar las diligencias necesarias para que los familiares beneficiarios de estos 200 lotes pudieran realizar los trámites correspondientes para la suscripción de la Minuta de los terrenos con miras a concretar finalmente la entrega de los lotes. Los peticionarios informaron que, hasta diciembre de 2018, se había logrado confirmar los nombres correctos, el número de D.N.I y los documentos necesarios de 170 beneficiarios correspondientes a 53 lotes quienes serán el primer grupo de suscripción de la Minuta de Transferencia. La CMAN se comprometió determinar, a más tardar para el 16 de diciembre de 2018, la Notaria encargada para la realización del trámite así como el cronograma de fechas en las que los 170 beneficiarios deberán acudir a la mencionada notaria. En cuanto al grupo de 309 víctimas, los peticionarios informaron que el Estado aún no ha adoptado medidas para ubicar otro lote de terreno. Asimismo, los peticionarios indicaron que una vez realizada la transferencia de los lotes, se continuarían las coordinaciones respecto a la realización de un acto de reconocimiento de responsabilidad y disculpas públicas de las violaciones de derechos humanos sufridas por las víctimas. Durante el 2019, los peticionarios no presentaron información sobre el cumplimiento de esta recomendación.
19. La Comisión valora positivamente las diversas medidas reparatorias otorgadas a los familiares de las víctimas, e insta al Estado a continuar con las gestiones correspondientes para concretar las medidas en materia de vivienda. Asimismo, la CIDH valora las acciones realizadas por el Estado para asegurar el acceso de los familiares de las víctimas a servicios de educación y de salud. En particular, saluda que el Seguro Integral de Salud ha reconocido a los beneficiarios por su condición de víctimas de violaciones de derechos humanos. Sin perjuicio de ello, la Comisión toma nota de las barreras en el acceso a estos servicios por partes de los familiares expresadas por los peticionarios. En este sentido, la Comisión recuerda que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que no puede confundirse la prestación de los servicios sociales que el Estado brinda a los individuos con las reparaciones a las que tienen derecho las víctimas de violaciones de derechos humanos, en razón del daño específico generado por la violación
. En este sentido, la CIDH insta al Estado tomar las medidas necesarias para superar dichas barreras para asegurar y garantizar que las víctimas tengan una atención integral en salud y acceso a las medidas de educación. Asimismo, la Comisión llama a las partes a suministrar información actualizada y detallada sobre las reparaciones otorgadas a cada familiar de las víctimas de los 25 casos comprendidos en el Informe de Fondo Nº 101/01. Por lo anterior, la CIDH considera que la Recomendación 3 se encuentra parcialmente cumplida.

VI. Nivel del cumplimiento del caso 

20. Por lo anterior, la CIDH concluye que el nivel de cumplimiento del caso es parcial. En consecuencia, la CIDH seguirá supervisando el cumplimiento de la Recomendaciones 2 y 3.  

21. La CIDH saluda la voluntad del Estado a adoptar medidas concretas para otorgar una reparación a los familiares de las víctimas. Al mismo tiempo, la Comisión insta al Estado seguir adoptando las acciones necesarias para completar las investigaciones, y proporcionar información actualizada y detallada sobre dichas acciones a la CIDH. 
VII. Resultados individuales y estructurales del caso 

22. En esta sección se destacan los resultados individuales y estructurales del caso informados por las partes. 

A. Resultados individuales del caso

Medidas de rehabilitación

· Los familiares de las víctimas han sido afiliados al Seguro Integral de Salud (SIS) como beneficiarios de reparaciones en salud. 

· El Seguro Integral de Salud cambió la denominación de los familiares de las víctimas al “Grupo poblacional determinado por Ley Nº 28.592”, a fin que el personal de los establecimientos de salud identifique y brinde una adecuada atención. 
· Se conformó una Mesa Técnica para la atención psicosocial de los familiares de las víctimas durante los procesos de justicia el 2 de julio de 2018. 
· Se consiguió que los familiares de las víctimas fueron incorporados en el Programa de la Unidad Central de Asistencia a Víctimas y Testigos (UCAVIT) del Ministerio Público.
· En 2018 se otorgó 315 becas de Pregrado. 

B. Resultados estructurales del caso

Legislación/Normativa

· Las leyes de amnistía Nº 26479 y Nº 26492 dejaron de producir efectos jurídicos de acuerdo a lo indicado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en su sentencia de interpretación de la sentencia de fondo de 3 de septiembre de 2001 en el caso Barrios Altos Vs. Perú.
· El Estado modificó el tipo penal de desaparición forzada previsto en el artículo 320 del Código Penal peruano, mediante el artículo 2 del Decreto Legislativo Nº 1351, publicado el 7 de enero de 2017. Dicha modificación fue corregida mediante Fe de Erratas publicada el 10 de enero de 2017. El tipo penal establecido en la nueva legislación incluye los elementos de a) la privación de la libertad de una persona, b) en cualquiera de sus formas, c) que la conducta sea cometida por agentes del estado o incluso particulares que actúan con el consentimiento o aquiescencia del Estado; d) y la denegación de la información sobre el paradero de la víctima o negación de reconocimiento de la privación de la libertad.
· El Estado ratificó la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas el 8 de febrero de 2002, la cual entró en vigor el 13 de febrero del mismo año. 

· El Estado adoptó en marzo de 2019, a través de diversas autoridades regionales, el Acta de Compromiso Interinstitucional para la Implementación de Políticas de Derechos Humanos que, entre otros aspectos, establece el compromiso de garantizar el establecimiento de Planes Regionales de Reparaciones para coadyuvar la atención en salud, educación y vivienda de las víctimas cuyos derechos fueron vulnerados durante el periodo de violencia; así como de brindar sostenibilidad a los proyectos de reparaciones colectivas a comunidades y organizaciones afectadas por la violencia, con el objetivo de asegurar el impacto y los resultados esperados en materia de derechos humanos y reparaciones. 
Fortalecimiento institucional
· El Estado creó la Comisión de la Verdad y Reconciliación, una Fiscalía Especializada para Desapariciones Forzosas, Ejecuciones Extrajudiciales y Exhumación de Fosas Clandestinas, un Equipo Especial de la Policía Nacional especializado en investigación criminal y una Comisión de Trabajo Interconstitucional que viene coordinando la atención y seguimiento de los casos relacionados con ejecuciones extrajudiciales y desapariciones forzadas.
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